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Limitación de responsabilidad por créditos marítimos:
Primera parte:
Responsabilidad del armador:
1. Introducción:
Entre las notas particularistas del ámbito del derecho de la navegación,  la responsabilidad adopta soluciones especiales y distintas a las propias del derecho común civil y comercial. Estas soluciones son la respuesta jurídica a las necesidades de la actividad navegatoria [1].
Entre esas notas especiales se suele presentar a la limitación de responsabilidad como la más destacable particularidad del sistema de responsabilidad en el ámbito del derecho de la navegación.
2. Responsabilidad marítima:
Antes de analizar el sistema de limitación de responsabilidad nos interesa mencionar algunos de los aspectos sobresalientes del régimen de responsabilidad marítima.
2.1. El armador:
2.2.Noción:
El armador es el centro de imputación de la responsabilidad marítima. El art. 170 de la Ley de la Navegación brinda un concepto de armador que no resulta satisfactorio.
Allí se lo define como:"...quien utiliza un buque, del cual tiene la disponibilidad en uno (1) o más viajes o expediciones, bajo la dirección y gobierno de un capitán por él designado, en forma expresa o tácita. Cuando realice actos de comercio debe reunir las calidades requeridas para ser comerciante".[2]
La referencia a la disponibilidad es equívoca cuando no incorrecta, porque el armador no tiene la disponibilidad jurídica del buque porque en su condición de tal el armador no lo puede vender ni gravar. El artículo se estaría refiriendo a la disponibilidad física del buque, pero pareciera que el concepto aún no es lo suficientemente preciso. La elección del capitán tampoco es una nota jurídicamente sobresaliente. La mención para uno o más viajes resulta tautológica porque la realización de viajes es el destino propio de un buque.
Quizás sin pretender ensayar una definición del concepto de armador, podamos mencionar algunas notas distintivas para individualizar a este sujeto tan importante en la actividad navegatoria.
Desde el punto de vista de la actividad que desempeña, el armador es quien usa el buque a nombre propio. Es una figura dinámica porque tiene a su cargo la explotación del buque, sea esta explotación de naturaleza comercial,  deportiva, científica, cultural, recreativa, etc.
Desde un punto de vista jurídico, el armador es quien tiene la tenencia del buque, sea como locatario, comodatario, sin perjuicio de que pueda tener la posesión y ser al mismo tiempo propietario del buque. Es decir que por supuesto el propietario puede, cuando emplea él mismo su buque, ser simultáneamente propietario y armador del buque.
En el derecho anglosajón no encontramos el concepto de armador que podría equiparse a lo que han llamado "disponent owner" como locatario en un contrato de "Bareboat Charter".
2.3.Oponibilidad:
¿Qué exigencia impone el derecho para que resulte oponible a terceros la existencia de una persona distinta al propietario que se encuentra a cargo de la explotación del buque?.
A tal efecto el art. 171 de la Ley de la Navegación impone el deber de inscripción del armador y del contrato que disocie la figura de propietario de la del armador para que dicha disociación de figuras –propietario/armador- sea oponible a terceros.
Del citado artículo 171  surgen dos reglas y dos excepciones, una a cada regla.
2.3.1.Primera regla: en defecto de inscripción responden el propietario y el armador solidariamente:
El segundo párrafo del art. 171 prevé que, en defecto de inscripción, responderán el propietario y armador de manera solidaria por las deudas generadas por el uso del buque. 
2.3.2. Excepción: uso en virtud de un hecho ilícito con conocimiento de los acreedores:
La excepción a la responsabilidad solidaria se presenta cuando el armador utilizara el buque en virtud de un hecho ilícito con conocimiento de los acreedores. Se trata del empleo fraudulento por parte del armador que no debe alcanzar al propietario y quiebra la solidaridad entre ellos aún no estando inscripto el contrato respectivo.
2.3.3. Segunda regla: inscripto el contrato responde solo el armador:
Si en caso de no encontrarse inscripto el contrato responden ambos solidariamente, a “contrario sensu” se infiere que, en caso de inscribirse el contrato de locación u otro que disocie las figuras de propietario y armador, responderá exclusivamente el armador y no el propietario por las deudas que genere el buque y la expedición.
2.3.4. Excepción: el propietario responde con el buque por los privilegios que lo graven:
La excepción a la segunda regla según la cual responde solamente el armador, la constituyen los créditos privilegiados por los cuales responderá igualmente el propietario con el buque sobre el cual recaigan dichos créditos privilegiados, aún cuando el contrato respectivo estuviera inscripto. Así lo prevé expresamente el artículo 171 en su último párrafo y esta solución surge de las normas que rigen los privilegios.
2.4. Responsabilidad legal del armador:
El art. 174 de la Ley de la Navegación consagra algunas normas sobre la responsabilidad del armador.
Dispone: "El armador es responsable de las obligaciones contractuales contraídas por el capitán en todo lo relativo al buque y a la expedición, y por las indemnizaciones a favor de terceros a que haya dado lugar por hecho suyo o de los tripulantes".
Como surge del primer párrafo de la norma transcripta, el armador asume las deudas contractuales contraídas por el capitán vinculadas con el buque y la expedición, es decir que asume responsabilidad contractual[3]. 
A su vez, como surge del segundo párrafo de la norma, el armador asume la responsabilidad extracontractual por los hechos ilícitos generados por el capitán y los tripulantes [4].
Ahora bien, esa responsabilidad que contempla el art. 174 de la Ley de la Navegación, admite la responsabilidad objetiva en el ámbito del derecho de la navegación?
Respondiendo este interrogante en un fallo de la Cámara Federal en lo Civil y Comercial se sostuvo que la Ley de la Navegación no admite la responsabilidad objetiva[5]. 
En ese precedente la actora reclamó los daños causados por un buque a una instalación portuaria, un "dolphin". La Cámara arribó a la conclusión de que la causa debía resolverse aplicando los principios de la Ley de la Navegación y que por consagrar ésta un sistema subjetivo, requería la prueba de la culpa del comando del buque. La falta de prueba de la culpa por parte de la actora provocó el rechazo de la demanda. 
El fallo fue confirmado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación [6], sosteniendo el Procurador General de la Nación en su dictamen que no se advierte que las normas invocadas de la Ley de la Navegación hubieran consagrado el principio de responsabilidad sin culpa del armador, es decir una responsabilidad objetiva basada en la teoría del riesgo creado.[7]
Sin embargo, como veremos, nada impide que la legislación marítima se integre con la legislación civil y que el art. 1113 del Código Civil que consagra un sistema de responsabilidad objetiva se aplique en el ámbito del derecho marítimo.
Varias razones fundamentan esta afirmación.
El Derecho de la Navegación presenta tanto un conjunto de responsabilidades legisladas, sean contractuales o extracontractuales, como también incluye responsabilidades no legisladas.
Así por ejemplo podemos mencionar como responsabilidades contractuales legisladas, al sistema de responsabilidad del transportador de mercaderías por agua [8], al sistema de responsabilidad del transportador de pasajeros[9], el sistema de responsabilidad en el transporte multimodal [10], entre otros. Todos ellos son sistemas de responsabilidad contractuales subjetivos.
Como responsabilidad extracontractual legislada cabe mencionar el sistema de responsabilidad del abordaje que es de naturaleza subjetiva. Sin embargo también podemos mencionar el sistema de responsabilidad del explotador de buques de propulsión nuclear [11]y el sistema de responsabilidad por derrame de hidrocarburos[12], que son sistemas de responsabilidad extracontractuales objetivos. 
Es decir que el sistema de responsabilidad legislada del derecho de la navegación incluye tanto responsabilidades subjetivas como responsabilidades objetivas.
Ahora, intentando dar una respuesta al interrogante planteado de si la Ley de la Navegación consagra un sistema de responsabilidad objetivo o subjetivo, como primer argumento podemos afirmar que el art. 174 de la Ley de la Navegación no impide integrar al derecho de la navegación con normas del derecho común que consagren una responsabilidad objetiva. Ello es así porque la Ley de la Navegación no ha creado un sistema de responsabilidad genérico y único que sea aplicable a todas las situaciones de responsabilidad contractual o extrancontractual que pudieran presentarse. No hay tal sistema ni en la Ley de la Navegación ni en el Derecho de la Navegación en general.
Consecuentemente la Ley de la Navegación tampoco define si la responsabilidad que consagra el art. 174 es de naturaleza objetiva o subjetiva.
Es cierto que el artículo 174 determina que el armador “es responsable…por las indemnizaciones a favor de terceros a que haya dado lugar por: “…hecho suyo o de los tripulantes”. 
La mención “hecho” del armador y de los dependientes permite interpretar que el artículo 174 en análisis hace responsable al armador por las conductas suyas y las de sus dependientes, exclusivamente. Si el armador es responsable por sus hechos y los de sus dependientes, es decir por sus conductas, parecería en principio que ello excluye la responsabilidad causada con o por las cosas y que la responsabilidad es subjetiva. 
Sin embargo ello no es así. La referencia al hecho suyo o de los dependientes no significa que el armador sea responsable sólo por sus conductas y las de los dependientes y no sea responsable por los hechos causados con o por las cosas.
Es decir, que la norma se refiera a la conducta del armador y de sus dependientes no excluye que el armador pueda ser considerado responsable por los hechos causados por el riesgo o vicio de una cosa, en este caso el buque.  
Ello es así porque, aún cuando pudiera interpretarse que la mención “hecho” lo hace responsable sólo por las conductas, interpretación restrictiva y literal que no comparto, en última instancia en los ;daños causados de manera inmediata por el riesgo o vicio de una cosa, siempre tienen detrás más mediatamente un hecho de su dueño o guardián.
Por otra parte la Ley de la Navegación no establece un sistema cerrado que no permita integrarlo con normas y sistemas de responsabilidad del derecho común.
Muy por el contrario, el artículo 1º de la Ley de la Navegación que consagra la autonomía científica del Derecho de la Navegación prevé que, en caso de laguna, se recurra al derecho común, si no pudieran ser aplicadas previamente por analogía soluciones del propio derecho marítimo como rama autónoma[13].  Consecuentemente, si en caso de laguna se debe recurrir al derecho común si no puede recurrirse a la analogía, ello implica que el derecho de la navegación debe integrarse con el derecho civil. El derecho civil incluye tanto soluciones de responsabilidad subjetiva como objetiva.
Asimismo ciertas responsabilidades legisladas del Derecho de la Navegación, como la generada por el derrame de hidrocarburos en el agua[14] como la del explotador de buques de propulsión nuclear[15], son responsabilidades objetivas. Ante ello, cabe preguntarse porqué motivo no pueden presentarse responsabilidades no legisladas de naturaleza objetiva.
Además de estas consideraciones, existe otro argumento claro para admitir la aplicación del art. 1113 del Código Civil al derecho marítimo. Veamos. 
El art. 177 último párrafo de la Ley de la Navegación establece que podrá oponerse la limitación de responsabilidad aún cuando la responsabilidad provenga de la propiedad, posesión, custodia o control del buque. La responsabilidad consecuente de la propiedad, posesión, custodia o control del buque no es otra que la responsabilidad objetiva que consagra el art. 1113 del Código Civil al propietario o guardián de una cosa riesgosa o viciosa. Consecuentemente, al preverse que en tales casos de responsabilidad objetiva podrá limitarse la responsabilidad, cabe concluir que la propia Ley de la Navegación no impide sino que contempla como posibilidad la aplicación de una responsabilidad objetiva basada en la propiedad, posesión,  custodia o control del buque.
De tal forma, el armador está habilitado a limitar su responsabilidad si se aplica el art. 1.113 para regir su responsabilidad. Consecuentemente, el art. 177 nos da una respuesta clara: resulta aplicable al derecho de la navegación el art. 1.113 que consagra una responsabilidad civil objetiva.
En su Exposición de Motivos, Malvagni recuerda que en Francia, la condición del propietario-armador como guardián jurídico del buque fue invocada para negarle el beneficio de la limitación de responsabilidad, en fallos que -recuerda Malvagni- fueron muy criticados en su hora por la doctrina[16]. 
Se trató de los casos de los buques "Lamoriciére" y "Champolion". El "Lamoriciere" naufragó el 9 de enero de 1942 cerca de las islas Baleares y la Corte de Casación francesa determinó que el armador era responsable en los términos del art. 1384 del Código Civil francés, similar a nuestro art. 1113 del Código Civil y que por aplicarse la normativa civil, no correspondía amparar al armador en la limitación de responsabilidad del art. 216 del Código de Comercio francés[17]. Esta doctrina fue reiterada por la Corte de Apelaciones de París en el caso del buque "Champolion"[18].
Esta jurisprudencia francesa que consagró una responsabilidad objetiva e ilimitada estuvo inspirada en la necesidad de proteger a las reclamantes de créditos por muerte o lesiones corporales.
A su vez, la norma del artículo 177 último párrafo de la Ley de la Navegación, cuya fuente es el artículo 1 apartado 3 de la Convención de Bruselas de 1957, tuvo por finalidad contrarrestar la orientación jurisprudencial francesa según la cual como vimos en caso de responsabilidad objetiva no resultaba posible limitar la responsabilidad.
Consecuentemente, con esta solución en la Ley de la Navegación cabe concluir que es posible aplicar el art. 1113 del Código Civil para regir la responsabilidad civil marítima[19]. 
Por otra parte es muy interesante anotar que uno de los primeros precedentes de reponsabilidad objetiva en la jurisprudencia fue un caso de explosión de la caldera de un remolcador [20], caso en el cual se admitió la responsabilidad en base a lo previsto por el artículo 1384 del Código Civil francés, similar a nuestro artículo 1113. Además, la doctrina francesa sostiene que, teniendo en cuenta los términos del artículo 1384 del Código Civil francés, el armador podía ser condenado por los daños causados a terceros  por su buque[21] 
Sin embargo, la aplicación del art. 1113 no deberá ser automática ni indiscriminada, y no deberá aplicarse a aquellos institutos que: 
a) tengan una solución específica y distinta en la Ley de la Navegación o
b) que admitan la aplicación analógica de una institución del propio derecho de la navegación.
a) Institutos que tienen una solución específica y distinta en la Ley de la Navegacion: 
Un ejemplo de este supuesto es el abordaje. Veamos.
La Ley de la Navegación regula expresamente al abordaje consagrando un sistema de responsabilidad subjetivo es decir basado en la noción de culpa. Consecuentemente no corresponde regir al abordaje por el art. 1113 que establece un sistema de responsabilidad objetiva, cuyo sistema de responsabilidad es subjetivo.
b) Situaciones que admiten la aplicación analógica de una institución  del propio derecho de la navegación:
Como hemos visto, el art. 1º de la Ley de la Navegación consagra un sistema interpretativo en virtud del cual en caso de laguna deberá recurrirse: a) primero a la solución analógica que permitan instituciones afines del derecho de la navegación y b) cuando no se pudiera recurrir a la analogía, recién deberá recurrirse al derecho común[22] .
Es decir que, antes de aplicar el art. 1113 del Código Civil a instituciones del derecho de la navegación, corresponde aplicar por analogía las figuras del derecho de la navegación, de similar naturaleza jurídica al caso que presenta la laguna.
Un ejemplo de un caso que exigiría la aplicación analógica de las normas de abordaje del derecho de la navegación, lo constituye la colisión de un buque contra un muelle sin que medie vinculación contractual entre buque y puerto, es decir del mismo supuesto analizado al comentar el caso "Sulfacid c/ Río Bravo".
La colisión de un buque contra un muelle genera una responsabilidad que no se encuentra legislada y que consecuentemente presenta una laguna. Ante ello debemos determinar cuál es la regulación legal que le resulta aplicable. En virtud de lo previsto por el art. 1º de la Ley de la Navegación deberemos primero buscar la solución en las normas del derecho de la navegación antes de recurrir al derecho civil y antes de recurrir en su caso al art. 1113 del Código Civil. La colisión de un buque contra un muelle es un hecho ilícito similar al abordaje –sin perjuicio de las diferencias que pudieran marcarse entre ellos-. Consecuentemente la colisión de un buque contra un muelle se regirá, en virtud de la mencionada aplicación analógica y en la medida que ésta fuera pertinente, por las normas del abordaje propias del derecho de la navegación y de similar naturaleza jurídica -hecho ilícito- que el caso de colisión contra un muelle que carece de regulación.
En síntesis, en un supuesto de colisión de un buque contra un muelle como ocurrió en el caso "Sulfacid c/ Río Bravo s/ cobro de pesos", no correspondía aplicar el régimen de responsabilidad objetiva del art. 1113 como correctamente se determinó.
Pero el art. 1113 no rige ese supuesto, no porque dicho artículo 1113 resulte inaplicable al derecho de la navegación como se sostiene en el fallo “Sulfacid c/ Río Bravo”, sino porque corresponde que al choque de un buque contra un muelle se apliquen por analogía las disposiciones de la Ley de la Navegación sobre abordaje, que consagran un sistema de responsabilidad subjetivo.
 



[1]  El derecho de la navegación presenta algunas instituciones que no tienen parangón con aquellas del derecho común. Son las instituciones denominadas “típicas” como la asistencia y salvamento, la avería común e incluso la figura del capitán. En cambio hay otras figuras en el ámbito del derecho de la navegación, que son las instituciones del derecho civil o comercial, a las cuales la navegación les da alguna nota especial. Son las instituciones denominadas “particularistas”, como los privilegios, cuyo ordenamiento impone reglas como el último en el tiempo es preferido en el derecho, o la hipoteca que se constituye sobre un buque y no sobre un inmueble, o como la responsabilidad que presenta como nota particular la limitación que se analiza en este artículo. Antonio Scialoja en su “Sistema de Derecho de la Navegación”, N 9, página 17, Ediciones Jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 1950, incorpora una tercera categoría, la de las instituciones que tuvieron su origen en el derecho marítimo y que luego fueron incorporadas al derecho común, como los seguros.
[2] Más precisa es la definición del explotador de aeronave, figura equivalente en derecho aeronáutico al armador. El artículo 65 del Código Aeronáutico define como explotador de la aeronave a: "..la persona que la utiliza legítimamente por cuenta propia, aún sin fines de lucro".
[3] En la navegación moderna las obligaciones contractuales que va generando el buque no son mayormente generadas por el capitán sino que tienen una fuente distinta según el tipo de contrato del que se trate y son generadas mayormente por la actividad desplegada por el agente marítimo quien actúa en representación del armador (art. 193 de la Ley de la Navegación).
[4] Por ejemplo, el armador responde en caso de culpa de parte del capitán y de los tripulantes en la producción de un abordaje -colisión entre dos o más buques- que constituye el hecho ilícito por excelencia de la actividad navegatoria.
[5] Fallo del 23 de diciembre de 1986, CNFed. sala 3, causa Nº 4420, "Sulfacid S.A.I.F.I.C c/ cap. y/o prop. y/o armadores buque Río Bravo s/ cobro de pesos". 
[6] Fallos 311: 1015.
[7] Dictamen del Dr. Juan Octavio Gauna compartido por la Corte.
[8] Artículo 270 y suscesivos de la Ley de la Navegación.
[9] Artículo 317 y suscesivos de la Ley de la Navegación.
[10] Ley N 24.921.
[11] Convención de Bruselas de 1962 sobre Responsabilidad de los Explotadores de Buques Nucleares. Cabe aclarar que la Argentina no es parte de este convenio y que no entró en vigencia.
[12] La Ley N 25.137 aprobó el “Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil por Daños causados por Hidrocarburos” de Bruselas de 1968 (CLC 69) y el “Convenio Internacional sobre la Constitución de un Fondo Internacional de Indemnización de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos” de Bruselas de 1971 (FUND 71) con los Protocolos de enmienda de 1992. 
[13] Art. 1 de la Ley de la Navegación: ”Todas las relaciones jurídicas originadas en la navegación por agua se rigen por las normas de esta ley, por las leyes y reglamentos complementarios y por los usos y costumbres. A falta de disposiciones de derecho de la navegación, y en cuanto no se pudiera recurrir a la analogía, se aplicará el derecho común”.
[14] CLC 69.
[15] Convenio de Bruselas de 1962.
[16] Ver la Exposición de Motivos del Proyecto Malvagni, en Ley de la Navegación Nº 20.094, Dirección y Notas de José D. Ray,  página 94, Abeledo-Perrot, 1981, Buenos Aires. 
[17] El artículo 216 del Código de Comercio francés confería el derecho a limitar la responsabilidad siempre y cuando la responsabilidad del propietario derivara de su condición de empleador del capitán y de la tripulación. Como el artículo 1834 primer párrafo del Código Civil francés fue interpretado permitiendo imputar responsabilidad al propietario del buque en su calidad de guardián del mismo y no como empleador del capitán y tripulación, en caso de atribuirse responsabilidad como guardián del buque, el propietario no podía limitar su responsabilidad. Conforme Rodiére, op. cit. N475, página 611.
[18] Ver Ray, José Domingo, "Derecho de la Navegación", tomo I, página 372 y nota 16, Abeledo-Perrot, Buenos Aires 1992.
[19] En el caso de la explosión del buque tanque Perito Moreno, YPF fue considerada responsable de los daños y perjuicios causados en su calidad de propietaria no ya del buque sino del fluido propiedad de YPF, considerado una cosa riesgosa. Conf. CNFed. sala II, causa Nº 5059/97, del 18 de  diciembre de 2001, "Asociación de Cooperativas Argentinas Coop. Ltda. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Responsabilidad por daños",
[20] Caso "Guissez, Cousin et Orielle c. veuve Teffaine, Corte de Casación francesa, 16 de junio de 1896. La explosión de la caldera del remolcador "Marie" causó la muerte del maquinista Teffaine por un defecto de construcción. La Corte de Casación sostuvo que ello apareja la responsabilidad del propietario del remolcador, en los términos del artículo 1384 del Código Civil francés,  sin que pueda sustraerse de ella acreditando una falta del constructor ni el carácter oculto del vicio.
[21] Conforme Remond-Gouilloud, Martine, "Droit Maritime", Nº 385, página 246, Edition, Editions Pedone, Paris, 1993, Rodiére, René, "Traité Géneral de Droit Maritime", Introduction, L`Armement,  Nº 455, página 587. Dalloz, Paris, 1976.
[22] Antonio Scialoja en su "Sistema de Derecho de la Navegación" ya citado, página 16, menciona la existencia de lagunas del sistema especial, en nuestro caso del derecho de la navegación, de dos categorías. Las primeras lagunas se presentan cuando falta en el sistema especial la institución completa. En este caso Scialoja establece que la laguna se supera adoptando la institución dónde y cómo se encuentre, es decir incluso en el derecho común.  El segundo tipo de lagunas se presenta cuando falta alguna norma singular en una institución contemplada por el sistema especial.  En este caso Scialoja afirma que la laguna debe superarse por medio de la aplicación analógica de las normas del sistema especial.
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Segunda parte: 

 Limitación de responsabilidad:
3.1. Concepto:
Una de las notas sobresalientes de la responsabilidad en el derecho de la navegación es la limitación de responsabilidad.
Por si resultara de utilidad podemos ensayar un concepto de limitación de responsabilidad definiéndolo como un "tope cuantitativo en la extensión del resarcimiento", es decir una cantidad máxima más allá de la cual el propietario armador de un buque no habrá de responder por los créditos que fue generando el buque en el desarrollo de la navegación.
La limitación puede expresarse por medio de un bien -en especie-, por medio del valor de un bien -"ad valorem"- o una suma, expresada de manera directa o a la que se llega por medio de una operación o cálculo.
Antes de analizar el sistema impuesto por nuestra Ley de la Navegación creo conveniente comentar los fundamentos del instituto, hacer una breve mención de su historia y recordar los distintos sistemas de limitación de responsabilidad.
3.2. Fundamento de la limitación de responsabilidad:
Muchos y variados son los fundamentos que se brindan para justificar la limitación de responsabilidad[23]. 
Ripert señala que el propietario se encuentra sometido a una gran iniciativa del capitán y que su independencia conduce naturalmente a moderar la responsabilidad del armador. Rodiére[24]señala que esa explicación es insuficiente porque igual situación se presenta entre otros con los mecánicos de ferrocarriles e incluso con los médicos, sin que se permita limitar a sus principales, mientras que al armador se le permite tal beneficio. Ello supone además -según Rodiére- la existencia de una "culpa in eligendo" e "in vigilando" cuando la responsabilidad del principal por el hecho de sus dependientes se funda en los términos del art. 1384 del Código Civil francés y no admite la prueba de que no existió culpa. Luego de esta crítica, Rodiére sostiene que el fundamento serio y real de la institución del abandono es que con cada nuevo viaje el propietario pone en riesgo su buque. Señala que toda la originalidad del derecho marítimo se basa en ese riesgo y haciendo referencia a cuando los viajes se encontraban separados unos de otros, a su fin el armador podía efectuar el cálculo de ganancias y pérdidas. Si las últimas superaban el valor del buque, el propietario desarmaba el buque, liberaba a la tripulación y los acreedores privilegiados ejercían sus derechos sobre el buque asiento de los mismos. La navegación en época del Código de Comercio se mantenía igual que en vigencia de las Ordenanzas de 1681 y -afirma Rodiére- si el primero adoptó las disposiciones de la último, no fue por pereza sino por sabiduría" [25]. Sin embargo el desenvolvimiento de la actividad navegatoria tornó obsoleto el sistema del abandono. Los viajes y sus resultados no podían separarse unos de otros, la tripulación no se ajustaba más por viaje y el buque que había generado créditos en distintos viajes no podía ser abandonado más que una vez. Explica Rodiére que el sistema del abandono quedó perimido técnicamente y se lo reemplazó primero por el sistema de abandono al valor del buque. 
Brunetti afirma que las causas determinantes de la limitación fueron de carácter económico esto es la preocupación de los armadores de perder su patrimonio a causa de los riesgos de la navegación" [26]. 
Por su parte Ray sostiene que el surgimiento del instituto se fundó en las siguientes razones: a) el criterio del buque como fortuna de mar; b) la lejanía del capitán respecto de su principal y c) el reparto de los riesgos de mar de quienes se someten a ellos. A su vez sostiene que actualmente la limitación tiene por objeto establecer límites para que el armador pueda contratar seguros a costos razonables" [27].
Por otra parte recuerda que en las viejas formas medievales de explotación, cada uno de los partícipes en la expedición marítima arriesgaba exclusivamente los bienes o actividad con la cual contribuía a la aventura. Surgió así la idea de limitación de las pérdidas al monto de los aportes" [28].
Montiel" [29] señala que los grandes y excepcionales riesgos que entrañaba el ejercicio de la navegación, dieron lugar al concepto de “fortuna de mar”, entendiéndose por tal al conjunto de bienes expuestos al riesgo náutico, una suerte de patrimonio específico afectado a la actividad naviera. Señala sin embargo que las formas asociativas medievales en las cuales el patrimonio en juego era el único expuesto a los riesgos de la explotación, operaba solamente entre los interesados y no respecto de terceros.
Sostiene dicho autor que no considera argumento para justificar la limitación, la imposibilidad del armador de controlar la actividad técnica del capitán porque similar imposibilidad se presenta en otras actividades que no gozan de igual beneficio. Tampoco puede fundarse la limitación en el riesgo náutico porque en tal caso habría que extender similar beneficio a otras actividades riesgosas, como la industria de explosivos, la de combustibles, la actividad nuclear, etc.
Señala finalmente Montiel que, desprovista de motivación jurídica, su único fundamento válido es de índole política y consiste en la necesidad de evitar que los buques de la propia bandera compitan en condiciones de inferioridad frente a los buques que cuentan cuya legislación les brinda el beneficio de la limitación. Brunetti coincide con este argumento" [30].
López Saavedra sostiene que las dos únicas razones que justifican mantener el régimen de limitación son: i) las consecuencias de un siniestro catastrófico que pueden hacer tambalear al armador más sólido y ii) la necesidad de que los aseguradores de responsabilidad civil de los buques, coberturas de Protection and Indemnity o “P & I”, puedan tarifar los riesgos asumidos" [31].

3.3.Historia:
El sistema romano no contempló la limitación ni del “exercitor” ni del “magister navis" [32]. El principio tampoco aparece en las Basílicas ni en los estatutos de las importantes ciudades marítimas" [33].
Las ideas asociativas medievales, especialmente la “commenda” impusieron que los cargadores aportaran su mercadería, el capitán su trabajo, el armador su buque, únicos bienes con los cuales afrontaban las vicisitudes de la expedición" [34]. Contrariamente Rodiére considera que no deben tomarse las formas asociativas medievales como ancestros de la limitación" [35]. 
La limitación es más tardía y aparece en el Consulado del Mar de Barcelona y en el Estatuto de Venecia, surge en Germania en el siglo XIV y fue consagrado en el Código y Estatuto de Hamburgo y en el Código Marítimo sueco de 1667. En Francia se lo incorpora a la Ordenanza de la Marina de 1681 y finalmente al artículo 216 del Código de Comercio francés de 1807.
3.4. Sistemas de limitación:
3.4.1. Sistema francés:
El sistema francés de limitación tiene su fuente en la Ordenanza de Colbert de 168136" [36]y fue consagrado en el art. 216 del Código de Comercio que disponía: “Todo propietario de buque es civilmente responsable de los hechos del capitán en todo lo relativo al buque y a la expedición. La responsabilidad cesa por el abandono del buque y del flete".
De esta forma se permitía al propietario del buque a limitar su responsabilidad abandonando el buque y el flete. El abandono no era traslativo de la propiedad del buque a los acreedores" [37], sino que éstos se cobraban del producido de la venta del buque y sobre el importe del flete.
El propietario podía limitar su responsabilidad en tanto y en cuanto no hubiera mediado culpa "personal" de su parte. El sistema fue concebido cuando no se conocía el desdoblamiento de las figuras de propietario y de armador.
3.4.2.Sistema alemán: 
El derecho alemán ve en la fortuna de mar un patrimonio de afectación al que se limitará la responsabilidad del propietario. Su responsabilidad es una responsabilidad real y no personal" [38]. El límite está constituído por el buque y los fletes del viaje en que se produce el hecho sujeto a limitación. Se diferencia del sistema francés porque en el alemán la limitación operaba de pleno derecho, mientras que en aquél debe ser opuesta expresamente" [39].
A los acreedores de mar les está prohibido embargar la fortuna de tierra u otras fortunas de mar pero tienen en compensación un privilegio sobre el buque y el flete bruto.
3.4.3.Sistema italiano: 
El art. 275 del Código de la Navegación Italiano dispone el armador puede limitar su responsabilidad a la suma equivalente al valor del buque, más el flete bruto y otros créditos. El art. 276 establece que se computará el valor del buque al momento de solicitarse la limitación, pero que el valor computable no podrá ser inferior al quinto ni superior a dos quintos del valor del  buque al comienzo del viaje. Con esta solución se pretende superar la dificultad que implica limitar la responsabilidad al valor de un buque que se ha perdido. 

El armador puede limitar su responsabilidad respecto de las obligaciones contraídas en ocasión y para las necesidades del viaje, por un lado, y por las obligaciones emanadas de hechos o actos cometidos durante el viaje, por el otro. Contrariamente no podrá limitar su responsabilidad en caso de que dicho armador hubiera incurrido en dolo o culpa grave.
3.4.4. Sistema inglés:
El sistema inglés se caracteriza por establecer una limitación consistente en una suma fija por tonelada de arqueo del buque. El límite se estableció en 8 libras por tonelada de desplazamiento bruto por daños a las cosas y en caso de muerte o lesiones el límite se extendía 7 libras más, es decir hasta 15 libras, monto que luego fue elevado a 24 y 50 libras, respectivamente" [40]. 
El sistema se caracteriza porque la disminución o pérdida del valor del buque después de nacido el crédido, no modifica el monto de la limitación" [41], superando de tal forma el grave defecto del sistema de limitación al valor del buque. Sin embargo el sistema ha sido criticado porque se establece un monto similar de limitación así se trate de un buque de gran valor o de uno que no supere su valor de demolición.
El Reino Unido fue signatario de las convenciones de 1924 y de 1957 que incorporó a su legislación interna" [42]. Finalmente adoptó la Convención de Londres de 197643" [43].
3.4.5. Sistema de los Estados Unidos de Norteamérica:
El sistema puede calificarse como mixto porque en caso de daños materiales habilita a limitar la responsabilidad al valor del buque y en caso de muerte o lesiones corporales el límite se incrementa hasta u$s 60 por tonelada de arqueo del buque. 
Fue introducido en Estados Unidos de Norteamérica por ley en el año 1851" [44]y como mencionamos, establece para daños materiales una limitación equivalente al valor del buque, más el flete" [45].
El 8 de septiembre de 1934 se produjo cerca de la costa de New Jersey el incendio del buque Morro Castle, provocando la muerte de 135 personas" [46]. Los armadores pretendieron limitar su responsabilidad a u$s 20.000  -valor del buque posterior al incendio. La indignación pública que generó esa pretensión promovió la más importante modificación a la legislación norteamericana sobre limitación de responsabilidad para permitir que los créditos por muerte o lesiones se indemnizara aún cuando el buque se hubiera perdido totalmente" [47]. Consecuentemente, de acuerdo a esta modificación, en caso de que el valor del buque fuera insuficiente para afrontar las indemnizaciones la limitación para atender los créditos por muerte o lesiones corporales se incrementará a u$s 60 por tonelada de arqueo del buque" [48]. Dicho fondo atenderá exclusivamente los créditos por muerte o lesiones personales.
El propietario solo podrá limitar su responsabilidad si no incurrió en “privity or knowledge”, es decir cuando no ha incurrido en culpa personal.  
4. Convenciones internacionales:
4.1. Convenio de Bruselas de 1924:
El Convenio, producto del trabajo del Comité Marítimo Internacional, combinaba la limitación al valor del buque propia del sistema francés con el sistema forfatario inglés.
Según este convenio el propietario respondía exclusivamente hasta el valor del buque y del flete, pero no más allá de 8 libras por tonelada de arqueo del buque" [49]. Los créditos por muerte o lesiones corporales tenían un límite independiente del anterior y también de 8 libras esterlinas por tonelada de arqueo del buque. La parte no indemnizada de los créditos por muerte o lesiones corporales por el fondo constituido para atender exclusivamente dichos créditos, concurría con el resto de los créditos sobre el otro fondo de 8 libras esterlinas, graduándose en base a su privilegio" [50]. 
En caso de que mediara culpa personal del propietario, el mismo no podía limitar su responsabilidad" [51].
El convenio tuvo escasa repercusión y fue dejado sin efecto en la Conferencia del Comité Marítimo Internacional de Amsterdam de 1949.
4.2.Convenio de Bruselas de 1957:
Ante la derogación de la Convención de Bruselas de 1924, la Asociación Británica de Derecho Marítimo propuso un proyecto de convenio basado en el sistema forfatario y la sanción de una nueva convención. El proyecto de nuevo convenio fue considerado en la Conferencia del Comité Marítimo Internacional de Madrid de 1955 y finalmente en la Conferencia Diplomática de 1957.
Se consagró un sistema de fuente anglosajona o forfatario en virtud del cual en caso de daños materiales la limitación era de 1.000 francos por tonelada de arqueo del buque y en caso de daños corporales de 2.100 francos por tonelada de arqueo, es decir un total de 3.100 francos por tonelada" [52]. La unidad de cuenta consagrada fue el franco Poincaré, moneda de 65,5 miligramos y medio de oro de 900 milésimas" [53]. 
En caso de que el fondo previsto para daños corporales fuera insuficiente para afrontarlos, la parte no indemnizada concurría a prorrata con los daños materiales. Los buques de arqueo menor a 300 toneladas se consideraban con ese tonelaje.
Se constituía un fondo de limitación por cada suceso" [54]y el fondo se distribuía entre los acreedores de manera proporcional" [55]. No podía oponerse la limitación de responsabilidad cuando mediase culpa personal del armador" [56]. Tampoco se admitía la limitación frente a créditos por asistencia y salvamento, contribución en avería gruesa y los provenientes de contratos de ajuste" [57]. 
4.3.Convenio de Londres de 1976 sobre Limitación de Responsabilidad por Créditos Marítimos:
Bajo el auspicio de la Organización Marítima Internacional, la Conferencia Internacional sobre Limitación de Responsabilidad por Créditos Marítimos se reunió en Londres entre el 1 y el 19 de noviembre de 1976.  Su finalidad fue actualizar los Convenios sobre limitación de responsabilidad de 1924 y de 1957, incrementando los límites de responsabilidad a valores que resultaran cubiertos por el seguro bajo primas razonables y finalmente evitar la litigiosidad que genera la posibilidad de franquear el límite en caso de culpa personal del armador. Los límites que establece el Convenio fueron elevados por el Protocolo de enmienda de 1996, que aún no se encuentra en vigencia.
El compromiso alcanzado implicó un aumento de los límites de responsabilidad establecidos por los Convenios de Bruselas de 1924 y de 1957, pero estableciendo como contrapartida que el derecho del armador a limitar sólo se pierde en caso de “wilful intent or recklesness”, es decir la acción u omisión personal realizada con intención de causar la pérdida, o con temeridad y a sabiendas de que tal daño  probablemente se produciría" [58]. Se trata de un concepto equivalente al dolo pero no se pierde la facultad a limitar la responsabilidad en caso de mera culpa personal del armador.
Otra de las características principales de la Convención de 1976 es la de ampliar las personas que pueden beneficiarse con la limitación de responsabilidad.  Se incluye como lo hacía la Convención de 1957 al propietario del buque, al fletador a tiempo del buque, al armador y al operador" [59].
Se confiere el derecho a limitar a toda otra persona por cuyos actos, negligencias y omisiones el propietario y las demás personas con derecho a limitar fueran responsables. Esta genérica expresión permitiría limitar su responsabilidad a las empresas de estiba, terminales portuarias, etc, en tanto y en cuanto el propietario u otra persona con derecho a limitar fuera responsables por ellos. También se incluye en esa expresión al capitán y tripulantes y al asegurador.
Otra innovación de la Convención de Londres de 1976 fue otorgar el derecho a limitar su responsabilidad al asistente o salvador de otro buque" [60]. Esta inclusión fue una reacción a la jurisprudencia de la Cámara de los Lores Inglesa en el caso “Tojo Maru”. Allí se estableció que el salvador no estaba habilitado a limitar su responsabilidad por los daños causados por un buzo que participó de la tarea de asistencia, pero lo hizo fuera del buque asistente cuando ocurrió el daño. 
El artículo 2 contempla los créditos frente a los cuales es posible oponer la limitación incluyendo entre ellos a los reclamos por muerte o lesiones corporales, daños materiales, los reclamos de origen distinto al contractual, entre otros.
Se excluyen los reclamos por asistencia y salvamento, por contribución en avería gruesa, los reclamos por contaminación encuadrados en la Convención de Bruselas de 1969 sobre Responsabilidad Civil por Derrame de Hidrocarburos de 1969, los reclamos sujetos a convenios que prohiben la limitación de responsabilidad por daños nucleares, los reclamos contra propietarios de buques nucleares por daños nucleares y los reclamos contra dependientes del propietario o del salvador y que estén vinculadas con el buque o con la operación de salvamento61[61].
Se consagra el criterio de “single liability” según el cual al igual que lo establece la Convención de 1957" [62]como nuestra Ley de la Navegación" [63], en caso de reclamos recíprocos, la limitación se aplica sobre el saldo" [64].
En cuanto a la limitación de responsabilidad se establece como unidad de cuenta al derecho especial de giro" [65], distinguiéndose también los reclamos por muerte o lesiones corporales y por el otro los reclamos por daños materiales. 
En caso de reclamos por muerte o lesiones corporales se establece un límite de 330.000 DEG, para buques de hasta 500 toneladas de arqueo" [66]. A partir de ese tonelaje se adiciona una cantidad de unidades de cuenta decreciente a medida que aumenta el tonelaje de arqueo" [67]. El Protocolo de 1996 elevó el límite a 2 millones de derechos especiales de giro para buques que no excedieran las 2.000 toneladas de arqueo, sumándose luego un porcentual de unidades de cuenta decreciente a medida que aumentara el arqueo del buque" [68].
En caso de reclamos por daños materiales el Convenio prevé un límite de 167.000 DEG para un buque de hasta 500 toneladas" [69], sumándose a partir de ese porcentual una cantidad de unidades de cuenta decreciente a partir del aumento del arqueo del buque" [70]. Por medio del Protocolo de enmienda de 1996 la cifra se elevó a 1 millón de derechos especiales de giro para buques de hasta 2000 toneladas, sumándose luego un porcentual de unidades de cuenta decreciente a medida que aumentara el arqueo del buque" [71]. 
Nuevamente, en el supuesto en el cual las reclamaciones por muerte o lesiones no fueran satisfechas con el fondo que le es destinado, el saldo impago concurrirá junto con los créditos por daños materiales" [72]
En caso de empresas de salvamento que no operen desde un buque, se calculará un límite tomando en cuenta un arqueo de 1.500 toneladas" [73].
En caso de muerte o lesiones de pasajeros se establece un límite de responsabilidad de 46.666 DEG multiplicada por la cantidad de pasajeros que el buque esté autorizado a transportar, pero no más de 25 millones de DEG" [74]. El Protocolo de 1996 aumentó tal límite a DEG 175,000 por la cantidad de pasajeros que el buque esté autorizado a transportar sin límite máximo" [75].
5. Conflicto de leyes:
¿Cuál es la ley aplicable a la limitación de responsabilidad?
Primero se presenta una opción básica: a) aplicar a la limitación de responsabilidad la legislación que rige la responsabilidad de fondo o b) considerar que se trata de cuestiones distintas que corresponde analizar separadamente.
La Corte de casación francesa se inclinó sucesivamente por las dos posiciones" [76].
El criterio de la unidad es insostenible porque la limitación puede oponerse a una gran variedad de créditos sometidos a distinta legislación lo que impide aplicar a la limitación las distintas leyes que pudieran rigir cada crédito.
Si la solución fuese separar la responsabilidad de la limitación podría aplicarse la ley del pabellón del buque, la ley del lugar donde el buque fue embargado o donde se pretende constituir el fondo limitativo (lex fori).
La ley del pabellón del buque es la más conocida por el deudor y brinda certeza porque siempre se aplicará similar legislación independientemente del lugar de producción de los hechos o del tribunal al cual se someta la cuestión de la limitación.
La aplicación de la “lex fori’ tiene la ventaja que aplicará la legislación más conocida por el Juez interviniente y es a la que se somete aquél que acciona, pero tiene la desventaja de aplicar una legislación distinta en cada jurisdicción.
Otra solución podría provenir de aplicar el principio “lex loci actus” por el cual si el hecho ocurre en aguas territoriales, se aplicará la ley de dicha aguas y de ocurrir en alta mar la ley del pabellón.
Brunett" [77] apoya la postura de adoptar el principio “lex loci actus” por el cual si se trata de responsabilidad contractual la limitación se regirá por ley del estado en que se perfeccione el contrato; si se trata de responsabilidad extracontractual se aplicará la limitación vigente en el estado donde ocurrió el acto ilícito.
En caso de que el contrato de cumpla o el hecho ilícito se cometa en alta mar, se aplicará la legislación del pabellón del buque.
Lamentablemente, nuestra Ley de la Navegación, que contempla normas de derecho internacional privado en su Título V, omite regular la cuestión, que queda así sometida a la interpretación de quien deba enfrentar un conflicto de leyes en un caso de limitación de responsabilidad.
Recordemos que la Convención de Bruselas de 1957 establecía que la misma se aplicaba cuando el propietario limitabasu responsabilidad ante un tribunal de un estado contratante o requiera el levantamiento de un embargo en el territorio de un estado contratante" [78]. Similar solución prevé el artículo 15 de la Convención de Londres de 1976 [79].
